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Las intoxicaciones, a diferencia de otros tipos de 
patologías, son siempre de causa no natural, es decir, 
nunca deberían haberse producido, igual que ocurre con 
los accidentes laborales o de tráfico, y ello comporta unos 
deberes médico-legales y judiciales cuya omisión puede 
constituir un delito sancionado por el Código Penal, dado 
que nuestro ordenamiento jurídico considera la intoxica-
ción como lesión y está recogida por tanto en nuestro 
Código Penal. 

De acuerdo con el artículo 262 de la vigente Ley de 
Enjuiciamiento Criminal (LEC), la atención médica a un 
intoxicado o envenenado exige la realización de un co-
municado al Juzgado a través del denominado Parte 
Judicial, en el que se especificarán los siguientes datos:  

– Datos de filiación del facultativo.  

– Datos de identificación del paciente.  

– Descripción de las lesiones (en este caso del ti-

po de intoxicación).  

– Manifestación de cómo se le ha atendido.  

– Fecha,señalando la hora de la asistencia.  

– Firma del facultativo responsable de la atención 

médica.   

– Pronóstico de las lesiones.  

– Destino del paciente. 

  A la hora de elaborar el parte de lesiones, el facultati-
vo debe explicar claramente y de la forma más completa 
posible las mismas. Un aspecto que produce preocupa-
ción en los médicos a la hora de rellenar el parte de le-
siones es el epígrafe de “manifestación de cómo se ha 
producido el hecho lesivo”. En este punto debe consignar 
el facultativo lo señalado por el lesionado, si lo permite el 
estado del mismo. Este dato no compromete a l  
médico,  ya  que  únicamente es una referencia del 
lesionado. En el caso de que el paciente no pueda comu-
nicar por su estado cómo se han producido los hechos, 
se recogerá aquí la referencia de familiares, acompañan-
tes o personas que han realizado el traslado identificando 
en lo posible a los mismos. 

El parte judicial no constituye ninguna denuncia con-
tra nadie, sino una simple comunicación al Juzgado de 
Guardia de estar atendiendo una situación de posible 
incumplimiento de la ley, ya que en España, por ejemplo, 
el suicidio no es ilegal pero sí lo es el inducir al suicidio a 
otra persona o el facilitar los medios para realizar un 
suicidio.   El  parte  judicial  es  particularmente  necesario  

cuando la intoxicación produce lesiones, cuando es de 
causa laboral o criminal, o cuando incide en menores, 
embarazadas o discapacitados. 

Por este motivo, corresponde al personal sanitario el 
diagnóstico y tratamiento clínico, siendo el ámbito judicial 
quien debe determinar si se trata de una intoxicación 
accidental (que se archivará) o por el contrario se trata de 
una intoxicación intencional o envenenamiento, que re-
quiere investigaciones a fin de determinar las responsabi-
lidades correspondientes, si las hubiera.  

El parte judicial es la principal herramienta por la que el 
Juzgado se entera de que puede estar frente a una situa-
ción de interés jurídico ante la que debe intervenir, preci-
samente porque no es una denuncia de parte interesada 
sino una comunicación por parte de un facultativo que no 
suele tener ningún interés en la causa. La información es 
tan valiosa jurídicamente que por eso es obligatorio 
transmitirla y su ocultación está penada pero, al mismo 
tiempo, el parte judicial tiene un carácter confidencial y, 
por ello, no se puede comunicar a otras personas la in-
formación contenida en el citado documento.  
Habitualmente, el paciente atendido en urgencias por 
cualquier causa, también en las intoxicaciones, se some-
te voluntariamente al tratamiento aconsejado. En ocasio-
nes, sin embargo, con más probabilidad si la intoxicación 
esel resultado de un intento auto lítico, el paciente puede 
rehusar el tratamiento. Respecto  a  este  problema  la  
Ley General de Sanidad recoge en su artículo 10 los 
derechos de los pacientes haciendo referencia en el 
punto 6 a la libre elección de tratamiento salvo en los 
casos de:  

– Riesgo para la salud pública.  

– Cuando el paciente no esté capacitado para to-

mar decisiones, en cuyo caso el derecho corres-

ponde a los familiares o personas allegadas a él.  

– Cuando la urgencia no permita demoras por po-

derse ocasionar lesiones irreversibles o existir 

peligro de fallecimiento.  
Este artículo quedó derogado con la entrada en vigor 

de una nueva norma legal en mayo de 2003 sobre auto-
nomía del paciente, derechos y obligaciones en materia 
de información, que modifica el artículo señalado mante-
niendo las excepciones de riesgo para la salud pública y 
riesgo inmediato grave para la integridad física y psíquica 
del paciente, y  recoge de  forma más  completa lo que se  
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denomina consentimiento por representación en función 
del grado de capacidad temporal o definitiva según crite-
rios legales, de edad. 

En el caso de pacientes con intoxicaciones, nos po-
demos encontrar principalmente en el supuesto de ur-
gencia o de incapacidad del paciente para tomar decisio-
nes. En el primer supuesto, el facultativo debe actuar 
según su criterio médico. El segundo supuesto, se puede 
dar con cierta frecuencia en los pacientes que sufren 
intoxicaciones, dado que los productos tóxicos pueden 
afectar a la capacidad de conocer y obrar del paciente. 
En estos casos se debe evaluar por el facultativo el grado 
de afectación de las funciones superiores del enfermo, 
siendo muy conveniente la interconsulta con psiquiatría, 
si es posible. Si se considera que el paciente está capaci-
tado para tomar decisiones debe respetarse su criterio. Si 
no es así, debe recabarse el consentimiento de los fami-
liares y, si esto no es posible, actuar según el criterio que 
el facultativo considere adecuado. Si el atendido es un 
menor o incapaz debe obtenerse el consentimiento de los 
representantes legales, y si éste es contrario a la opinión 
del médico, se debe poner en conocimiento de la fiscalía 
los hechos por si procediera actuar en beneficio del me-
nor y contra el criterio de los padres. En todo caso, está 
previsto en las normas legales comentadas la obligación 
de obtener la validez del consentimiento del menor en 
función de la edad y el grado de madurez. 

De acuerdo también con el citado artículo de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y el artículo 379 del Código 
Penal, la atención médica a una persona que bajo la 
influencia de drogas, estupefacientes, psicótropos o bebi-
das alcohólicas, hubiese tenido un accidente de tráfico 
conduciendo un vehículo a motor o hubiera sufrido un 
accidente laboral, será́ también objeto de un parte judi-
cial. Cualquier conductor o trabajador implicado en un 
accidente, tiene derecho a negarse a que se le practiquen 
las pruebas que permitirían demostrar que se encuentra 
bajo los efectos de las substancias tóxicas citadas en el 
anterior apartado, excepto si media una orden judicial o lo 
requiere la inmediata asistencia que se debe prestar al 
paciente (artículo 7, Ley 21/2000 del 29 de diciembre). 

En caso que un conductor o un trabajador aceptara 
voluntariamente las pruebas anteriormente citadas (habi-
tualmente la extracción de sangre para practicar una 
alcoholemia), las muestras biológicas serán entregadas al 
agente de la autoridad que le acompañe, firmando ambos 
en el documento asistencial con especificación de sus 
respectivos DNI o número de identificación. Es importante 
anotar la hora exacta en que se realiza la extracción. 
Estas muestras biológicas, aunque son de extracción 
obligatoria por parte del personal sanitario, no se proce-
san habitualmente en los hospitales, ni de forma urgente 
ni deferida, a menos que la atención medica del paciente 
lo requiera. La muestra extraída ha de estar continua y 
permanentemente vigilada y controlada, sin posibilidad 
alguna de que pueda ser manipulada o intercambiada, 
para evitar una rotura de la llamada cadena de custodia, 
ya que en caso contrario se invalida judicialmente el 
resultado de la misma.  

La atención médica a un paciente portador de drogas 
en el interior de su cuerpo (“body-packers”), será tributa-
ria de un comunicado a la comisaría de policía, en el 
supuesto de que la persona no estuviese previamente 
detenida. La droga obtenida de estos pacientes por eva-
cuación  o  acto  quirúrgico, será  entregada al agente de  

policía desplazado para tal fin, quien firmará un recibo en 
el que se especificará el número de bolsas obtenidas y su 
procedencia, así ́ como el DNI de quien lo entrega y el 
número de identificación de quien la recibe. En cualquier 
caso, hay que cursar también un parte judicial.  

El consumo personal de drogas de abuso, no ha de 
ser objeto de parte judicial, por no estar contemplado en 
sí mismo como hecho delictivo. Los menores de edad    
(< 18 años) atendidos por una sobredosis de drogas, no 
podrán ser dados de alta sin comunicación previa con los 
padres o tutores. Las sobredosis mortales por drogas de 
diseño serán objeto de parte judicial y de comunicado 
inmediato a las Consejerías de Sanidad. 

Las atenciones médicas realizadas en urgencias por 
supuestas intoxicaciones colectivas (dos o más afecta-
dos) por ingesta de bebidas o alimentos consumidos en 
establecimientos públicos (bares y restaurantes) o com-
prados en tiendas de alimentación (colmados, mercados 
y supermercados), serán objeto de parte judicial (artículo 
262 de la LEC). Estas intoxicaciones colectivas deben 
notificarse con carácter de urgencia a la Concejalía de 
Salud Pública del Ayuntamiento donde esté ubicado el 
establecimiento público. Se recomienda también contac-
tar telefónicamente con el establecimiento implicado, 
notificar la sospecha y sugerir la retirada del alimento 
sospechoso al tiempo que se conserva para su posterior 
análisis. 

Las personas que ingieren accidentalmente un 
líquido o sólido supuestamente tóxico, aportan con fre-
cuencia la botella o envase que contiene el producto con 
la intención de que sea analizado. Los hospitales públicos 
no realizan este tipo de análisis en estos productos. Una 
vez finalizada la asistencia del paciente, éste puede diri-
girse con la copia del informe a cualquier laboratorio 
privado, o al Instituto Municipal de Higiene y Salud 
Pública del Ayuntamiento para que se hagan cargo del 
análisis. También podrá́ dirigirse al Juzgado de Guardia 
para formular la correspondiente denuncia y entregar allí ́
la muestra.  

Las intoxicaciones yatrogénicas (errores de prescrip-
ción por parte del médico, de dispensación por parte de la 
farmacia o de administración por parte de una enferme-
ra), serán objeto de parte judicial. También la utilización 
de productos tóxicos con ánimo criminal, de malos tratos 
o para facilitar violaciones.  
Hay que recordar que si la víctima ha sido un menor, 
además del parte judicial, debe comunicarse a la Fiscalía 
de Menores. Si la víctima es un preso, debe comunicarse 
también al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria. Si se han 
utilizados fármacos o drogas para facilitar una violación, 
debe reclamarse la presencia del médico forense. 

Todos los pacientes que fallezcan en relación a una 
intoxicación o sobredosis, aun cuando sea evidente la 
causa de la muerte, además de extender el parte judicial, 
si no se hubiese hecho previamente, no se firmará el 
certificado de defunción, ya que el cadáver deberá́ ser 
llevado al Instituto Anatómico Forense para la práctica de 
la correspondiente autopsia por parte del médico forense, 
ya que se trata de una muerte no natural (artículos 340 y 
343 de la LEC), siendo éste último el profesional que 
certificará documentalmente la causa de la muerte. 

 

Trasplante de órganos 
Otro aspecto a tener en cuenta en las intoxicaciones 

es la posible utilización de los órganos del fallecido para 
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trasplante. En España el número de donantes proceden-
tes de muertes por intoxicación aguda bien por tóxicos o 
fármacos representa un 1 %. La mayoría de los pacientes 
intoxicados sobreviven, y sólo en algunos casos las com-
plicaciones derivadas del mecanismo de intoxicación, 
como la depresión respiratoria con encefalopatía anóxica 
tras una parada cardiorrespiratoria en pacientes con 
depresión del Sistema Nervioso Central (SNC), o la ac-
ción directa del tóxico, como la lesión difusa en la sustan-
cia blanca del SNC por efecto de los metabolitos del 
metanol, pueden evolucionar a una situación de muerte 
encefálica. Sin embargo, no todos los casos de muerte 
encefálica asociadas a intoxicaciones se evalúan como 
posibles donantes ya que, con frecuencia, se piensa 
erróneamente que la intoxicación es una contraindicación 
absoluta para la donación de órganos o tejidos. Por ello 
es de suma importancia la labor de un equipo multidisci-
plinar: servicios de toxicología, urgencias e intensivos, 
equipos de coordinación de trasplantes.  

Destacar las precauciones que se deben tener en 
cuenta al realizar el diagnóstico clínico de Muerte Encefá-
lica (ME) en los intoxicados, y la casi obligatoriedad de 
realizar exploraciones complementarias que confirmen el 
diagnóstico clínico de muerte encefálica a través de 
pruebas que evalúen el flujo sanguíneo cerebral. Así ́
mismo, se recalca la necesidad de un mantenimiento 
intensivo y agresivo de los donantes para reducir los 
efectos isquémicos deletéreos sobre los órganos, evitar 
las complicaciones metabólicas y hemodinámicas deriva-
das de la acción de los tóxicos y evitar al máximo el daño 
que puedan causar en los diferentes órganos y sistemas. 
Por último, se presentan algunas recomendaciones en 
cuanto al tiempo que debe transcurrir entre la intoxicación 
y la extracción y trasplante de los órganos para evitar el 
riesgo de transmitir el tóxico a los receptores. 

En conclusión, los órganos procedentes de donantes 
fallecidos por intoxicación aguda por fármacos u otros 
tóxicos, pueden ser empleados para la realización de 
trasplantes. Los resultados de supervivencia y funciona-
lismo de los órganos trasplantados permiten su empleo 
como donantes de órganos, por lo que se debe prestar 
siempre atención a esta posibilidad en el caso de que un 
paciente intoxicado evolucione desfavorablemente a 
situación de ME, aumentando así ́el número de órganos 
viables y disponibles para trasplante. 

 
ALCOHOL 

La alcoholemia merece un trato especial, ya que la 
relación que existe entre el consumo de alcohol y las 
diferentes situaciones que éste puede generar, son mu-
chas y graves. Esta es la "droga" más importante de 
nuestro medio social.  

El alcohol es una droga que causa la cuarta parte de 
la mortalidad directa e indirecta de la Unión Europea, que 
genera el 25 % de las hospitalizaciones en medicina 
interna, el 15 % de las urgencias generales y un gasto 
sanitario que ronda los 1.000 millones de euros por año 
solo en Europa y una cifra varias veces superior en 
EEUU.  

Sabemos además que casi el 45 % de todos los ac-
cidentes de circulación tienen que ver con el alcohol, y al 
menos el 20 % de todos los actos delictivos también.  
En esta línea de cifras, los epidemiólogos hablan de que 
el 20 % de las consultas en salud mental se deben al 
alcohol en su consumo abusivo, y que el 80 % de los 

alcohólicos presentan gravísima conflictividad personal, 
laboral y familiar.  

 
Alcohol y delito 

La acción que el alcohol ejerce sobre las conductas 
delictivas es variada y la podemos resumir en los siguien-
tes apartados:  

- Desinhibe las represiones y las censuras 
- Descontrola la psicomotricidad 
- Exalta la vitalidad y la agresividad 
- Y potencia el efecto de otras substancias  
En general, y desde el punto de vista médico-legal, 

podemos aseverar que el alcohol está implicado en una 
gran variedad de acciones delictivas entre las que pode-
mos resaltar las siguientes: delitos contra la libertad se-
xual, delitos contra las personas (lesiones, homicidios, 
asesinatos), delitos contra la seguridad vial, etc.  
En el campo penal el problema girará en torno a fijar la 
imputabilidad, es decir, a poder determinar el grado de 
disminución del conocimiento de la realidad y de la liber-
tad volitiva que ha originado el consumo de alcohol. En 
principio, la intoxicación etílica suele ser considerada 
como una circunstancia atenuante de responsabilidad 
criminal, salvo que haya sido buscada de propósito para 
delinquir, entrando a formar parte del trastorno mental 
transitorio, sobre todo en los casos de intoxicación pato-
lógica, casos en los que un sujeto vulnerable ante una 
mínima ingesta desarrolla una conducta desproporciona-
da y frenética, tras la cual presenta una amnesia total de 
lo acaecido.  

Y finalmente, desde el punto de vista civil, el consu-
midor excesivo de alcohol puede entrar en los supuestos 
de incapacitación, siempre y cuando dicho consumo haya 
originado un cuadro de deterioro (demencia) que al ser 
persistente y al poner en peligro el autogobierno de la 
persona y de su patrimonio, pueda requerir la tutela legal 
y por tanto ser tributario de incapacitación. 
 

Determinación de alcohol 
Un aspecto en la atención de pacientes en los servi-

cios de urgencia que tiene grandes implicaciones legales, 
es la extracción en urgencias de muestras de sangre para 
estudio toxicológico posterior que puedan perjudicar al 
examinado. Nuestra legislación prevé que tras una prue-
ba positiva con un  etilómetro o cuando el individuo  con-
duzca  un  vehículo a  motor aparentemente bajo los 
efectos de un tóxico, se puede someter a la extracción de 
una  muestra de sangre para su posterior estudio. Si el 
examinado se somete voluntariamente a la extracción, 
debe hacerse constar este extremo en el informe de 
urgencias y obtener dicho consentimiento por escrito. 

Se procederá  a la extracción  según  las  normas 
conocidas: 

– Anotar la hora exacta de la extracción.  

– Desinfectar la zona con agua bidestilada. No 

usar nunca alcohol o productos con excipiente 

alcohólico.  

– Utilizar material de un solo uso.  

– Recoger al menos 5 cc, preferentemente 10 cc, 

en dos tubos sin conservante (para poder permi-

tir pruebas posteriores de contraste) o, lo que es 

mejor, con oxalato potásico y fluoruro sódico.  

– Conservar la muestra adecuadamente (cámara 

frigorífica) hasta el momento del análisis o entre-
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ga a la autoridad policial o judicial correspondien-
te.  

– Recoger   todos   estos   datos  en  un   docu-

mento ad hoc en el que se debe consignar ade-

más, quién es el responsable de la custodia de la 

muestra y, en el caso de que se entregue a otra 

persona, debe consignarse la hora y fecha de la 

entrega e identificarse al receptor firmando am-

bas partes el documento que debe de constar 

de, al menos, dos copias.  

Si el paciente se negara a la extracción, el facul-
tativo no estará obligado a hacerla, a no ser que sea 
ordenada por la autoridad judicial.  

Si en el curso de una actuación médica por intoxica-
ción se requiere un estudio toxicológico en vivo y las 
muestras se remiten al I.N.T., éste ha establecido un 
documento de “Solicitud de Análisis Toxicológico en Vi-
vos” según lo publicado en la Orden Ministerial de 8 de 
noviembre de 1996 que es necesario cumplimentar y 
enviar con la muestra. El envío en todo caso debe hacer-
se siempre teniendo en cuenta que la muestra puede ser 
en última instancia una prueba judicial, por lo que es 
necesario insistir en un adecuado almacenamiento y 
transporte, con una adecuada cadena de custodia con el 
fin de validar judicialmente los resultados. 
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